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Radicado: 11001-03-15-000-2019-00272-00
Demandante: UGPP


Radicado: 11001-03-15-000-2019-01439-00
Demandante: NACIÓN – MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES


ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Sentencia de segunda instancia que niega pretensiones de la demanda y condena en costas / ACCIÓN DE REPETICIÓN / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE / INAPLICACIÓN DEL PRECEDENTE JUDICIAL - Ausencia de carga argumentativa y de transparencia / NATURALEZA DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN - De interés público / CONDENA EN COSTAS EN ACCIÓN DE REPETICIÓN - Improcedente / VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD
[L]a Sala advierte que en el caso concreto resulta evidente que se vulneró el derecho a la igualdad reclamado por la Nación - Ministerio de Relaciones Exteriores, por cuanto las sentencias alegadas como desconocidas fueron dictadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera - Subsección “B”, con respecto a una situación fáctica idéntica -condena en costas en el medio de control de repetición-, sin que al respecto se cumpliera la carga argumentativa exigida para resolver en forma diferente. Lo anterior, por encontrarse acreditado que en la providencia de segunda instancia censurada, que fue dictada en el proceso de repetición, no se explicaron las razones por las cuales la autoridad accionada resolvió cambiar la postura que venía sosteniendo respecto de la improcedencia de condenar en costas a las entidades públicas en acciones de repetición, carga que le era exigible , además por cuanto utilizó como referente para resolver el caso una sentencia del Consejo de Estado que no resultaba aplicable al caso por la naturaleza del medio de control ni por la legislación adjetiva que regía el asunto, pues en el proceso en que se dictó la sentencia del 25 de agosto de 2011, el Consejo de Estado, Sección Tercera - se aplicaron las disposiciones del C.C.A. y del Código de Procedimiento Civil. Por lo expuesto, la Sala considera que se configuró el desconocimiento del derecho a la igualdad de la entidad pública accionante, pues en la sentencia de segunda instancia censurada el Tribunal accionado, en virtud de las cargas de transparencia y argumentación, debió aclarar las razones que lo llevaron a reformular su postura –adoptada en casos anteriores– y motivar la decisión en relación con los argumentos expuestos por la entidad sobre la naturaleza de interés público de la acción de repetición.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTÍCULO 188

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá, D.C., veintidós (22) de mayo de dos mil diecinueve (2019) 

Radicación número: 11001-03-15-000-2019-01439-00(AC)
Actor: MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN B Y OTRO

SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA

OBJETO DE LA DECISIÓN

La Sala resuelve la solicitud formulada por la Nación – Ministerio de Relaciones Exteriores, en ejercicio de la acción de tutela consagrada en la Constitución Política, artículo 86, y desarrollada en los Decretos 2591 de 1991 y 1069 de 2015.

I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de amparo

1.1. Con escrito radicado el 9 de abril de 2019
, en la Secretaría General del  Consejo de Estado, la Nación – Ministerio de Relaciones Exteriores, por intermedio de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica Interna, apoderada general de la entidad, ejerció acción de tutela en contra del Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “B”, con el fin de que le sea amparado su derecho fundamental a la igualdad.

1.2. Tal derecho lo consideró vulnerado con ocasión de las providencias del 13 de agosto de 2018, proferida por la primera de las autoridades judiciales mencionadas y del 13 de febrero de 2019, dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “B” en la acción de repetición No. 11001336037201400268 00 instaurada por la entidad pública demandante contra los señores Juan Antonio Liévano Rángel, María Hortensia Colmenares Faccini, María del Pilar Rubio Talero, Rodrigo Suárez Giraldo e Ituca Helena Marrugo Pérez, “específicamente respecto de la condena en costas impuesta al Ministerio de Relaciones Exteriores.” (Resaltado incluido en el texto transcrito)
 

2. Petición de amparo constitucional 

Con base en lo anterior, la entidad pública accionante solicitó el amparo de los derechos invocados y, en consecuencia, pidió: 

“Dejar sin valor ni efecto la sentencia de fecha 13 de febrero de 2019, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera, Subsección “B” y de primera instancia del 13 de agosto de 2018 proferida por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Bogotá, dentro de la acción de repetición No. 11001336037201400268 00 específicamente respecto de la condena en costas impuesta al Ministerio de Relaciones Exteriores, al ser proferidas con desconocimiento al derecho a la igualdad de trato jurídico.”

3. Hechos probados y/o admitidos 
La Sala encontró demostrados los siguientes supuestos fácticos, relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia: 

3.1. El 13 de mayo de 2014, la Nación – Ministerio de Relaciones Exteriores presentó demanda en ejercicio de la acción de repetición contra los señores Juan Antonio Liévano Rángel, María Hortensia Colmenares Faccini, María del Pilar Rubio Talero, Rodrigo Suárez Giraldo e Ituca Helena Marrugo Pérez, por considerar que éstos omitieron notificar actos administrativos liquidatorios de las cesantías, omisión que conllevó a que la entidad tuviera que pagar intereses moratorios. 

3.2. El conocimiento de la acción le correspondió al Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Bogotá, el cual dictó sentencia del 13 de agosto de 2018 en la que i) declaró la falta de legitimación en la causa por pasiva de los demandados; ii) declaró probada la excepción de “no asignación de función de notificación de los actos administrativos de liquidación anual de cesantías propuesta por el demandado Rodrigo Suárez Giraldo”; iii) negó las pretensiones de la demanda; y iv) condenó en costas a la parte demandante, disponiendo tener como agencias en derecho el uno por ciento (1%) del valor de las pretensiones y ordenó su liquidación.
 

3.3. Contra la sentencia anterior, la entidad demandante interpuso recurso de apelación y, entre los argumentos expuesto, alegó que se debía dar aplicación al artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que consagra la prohibición de condenar en costas cuando el asunto que se ventila sea de interés público, para lo cual hizo referencia a la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 8 de marzo de 2018, dentro del proceso 2013-00054 con ponencia del magistrado Juan Carlos Garzón Martínez.

3.4. El recurso de apelación fue resuelto por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “B”, en sentencia del 13 de febrero de 2019
, en la que se confirmó la decisión de primera instancia y se condenó en costas de la segunda instancia a la parte demandante, en cuantía de $340.355, por concepto de agencias en derecho.

3.4.1. La autoridad de segunda instancia accionada consideró que para que prosperaran las pretensiones en este medio de control la entidad demandante “debía probar siquiera el supuesto fáctico en el que basaba su presunción para que esta hubiere operado, sin embargo, como ya se señaló, de las pruebas que obraban en el expediente no se logra vislumbrar un actuar doloso o gravemente culposo desplegado por las demandadas lo que conlleva, entonces a concluir que al no encontrarse probado el último requisito para la prosperidad del presente medio de control no es dable declarar la responsabilidad de los demandados.”

3.4.2. En cuanto a la condena en costas, el ad quem del proceso ordinario explicó la naturaleza jurídica y finalidad de las mismas, a la luz de la jurisprudencia del Consejo de Estado y señaló que para realizarla tan sólo se debía revisar si prosperaron o no las excepciones propuestas por el demandado, toda vez que el régimen actual es objetivo.
 

3.4.2. Consideró que en el presente caso se debía dar aplicación al “numeral 5º del artículo 365 del Código General del Proceso”
, por cuanto las pretensiones de la demanda fueron negadas. 

3.4.3. Sobre la causación de las costas en la segunda instancia del proceso, afirmó que se debía dar aplicación a lo dispuesto por el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con el numeral 3º del 365 del C.G.P. Precisó que “la condena se tasará por el equivalente a cero punto tres por ciento (0.3%) del valor de las pretensiones de la demanda, que en este caso corresponde a la suma de trescientos cuarenta mil trescientos cincuenta y cinco pesos m/cte (340.355). Suma a favor de los demandados.”
 

4. Sustento de la acción constitucional

La entidad pública accionante fundamentó la petición de amparo constitucional en las siguientes razones:

4.1. Consideró, en primer lugar, que concurrían los requisitos genéricos de procedibilidad adjetiva que permiten realizar el estudio de fondo del asunto. 

4.2. Señaló que en el caso concreto se desconoció el precedente jurisprudencial – igualdad de trato jurídico, con respecto a las decisiones proferidas “por la jurisdicción contencioso administrativa dentro de las acciones de repetición instauradas por este Ministerio, respecto de los cuales no existió condena en costas ni agencias en derecho”, por considerarse que se ventila un interés público. Citó como desconocidas las siguientes sentencias: 

· Del 25 de abril de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “B”, Magistrado Ponente Carlos Alberto Vargas Bautista, dentro de la acción de repetición  11001334306220160008200.
 

· Del 14 de marzo de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “B”, Magistrado Ponente Carlos Alberto Vargas Bautista, dentro de la acción de repetición 110013336715201400101 01.

· Del 7 de febrero de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “B”, Magistrado Ponente Carlos Alberto Vargas Bautista, dentro de la acción de repetición 11001333603420140001801.

· Del 22 de noviembre de 2017, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “B, Magistrado Ponente Franklin Pérez Camargo, dentro de la acción de repetición 25000236000201565300.
 

4.2.1. Advirtió que en las mismas se había tenido en cuenta la sentencia C-832 del 8 de agosto de 2001, dictada por la Corte Constitucional, en donde se establece la naturaleza de interés público de la acción de repetición y el fallo del 31 de agosto de 2006, por el Consejo de Estado, Sección Tercera, con ponencia de la Magistrada Ruth Stella Correa Palacios, en la que, igualmente, se destacó el carácter de “interés público” que inspiró la creación de la acción de repetición. 

4.2.2. Agregó que, igualmente, el Consejo de Estado – Sección Tercera
, cuando ha decidido absolver a la persona demandada por una entidad pública en un proceso de repetición, se ha abstenido de condenar en costas, citando para el efecto, los siguientes pronunciamientos: 

· Del 16 de agosto de 2018, expediente número 11001-33-31-000-2007-00244-01 (49.643), con ponencia del Magistrado Guillermo Sánchez Luque; 

· Del 24 de enero de 2019, expediente 25000-23-26-000-2009-00051-01 (43.403), con ponencia de la Magistrada Marta Nubia Velásquez Rico; 

· Del 18 de junio de 2018, expediente 13001-23-31-000-2003-01780-01 (59873), M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; 

· “Del 12 de diciembre de 2018, expediente número 54001-23-33-000-2012-00007-02 (23403), M.P. Milton Chaves García”.

4.3. Aseveró que, “se presenta un defecto sustantivo, insuficiente sustentación y desconocimiento del precedente jurisprudencial al imponer una condena en costas en el trámite de un proceso de repetición que se ventila con un interés público, artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; y aplicar a su arbitrio otra evidentemente contraria y violatoria del debido proceso y garantías constitucionales, desconociendo el precedente jurisprudencial de la jurisdicción contencioso administrativa sobre la condena en costas.”
 

5. Actuaciones procesales relevantes
5.1. Admisión de la demanda
5.1.1. Mediante auto del 11 de abril de 2019
, se admitió la demanda de tutela y se dispuso su notificación a la entidad tutelante, al Juez Quinto Administrativo del Circuito de Bogotá y a los Magistrados del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “B”, otorgándoles el término de dos (2) días para que rindieran informe sobre la demanda interpuesta.
5.1.2. Igualmente, se dispuso la vinculación de los señores Juan Antonio Liévano Rángel, María Hortensia Colmenares Faccini, María del Pilar Rubio Talero, Rodrigo Suárez Giraldo e Ituca Helena Marrugo Pérez, en su condición de demandados en el proceso de repetición. 

5.1.3. Así mismo, se dispuso la notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los términos y para los efectos del artículo 610 del Código General del Proceso.

5.2. Intervenciones

5.2.1. Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Bogotá

5.2.1.1. Previo informe sobre las actuaciones surtidas en el proceso de repetición, señaló que no vulneró el derecho fundamental de la entidad accionante a dar un trato igual, toda vez que la condena en costas se ajustó a lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, que señala que en todos los asuntos que se tramiten ante esta jurisdicción procede la condena en costas, salvo los relacionados con un interés público. 

5.2.1.2. Aseveró que la excepción que consagra la norma se refiere a acciones de simple nulidad y a las de protección de derechos colectivos y no cobija las acciones de repetición.
 

5.2.2. Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado

5.2.2.1. La entidad, por intermedio de la Coordinadora del Grupo de Asesoría Territorial a Municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría, Recuperación de Recursos Públicos y Acción de Repetición (GRAT), presentó escrito del 6 de mayo de 2019, en el que coadyuvó la acción de tutela de la referencia, por considerar que se configuran los requisitos generales y específicos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial, en particular el defecto sustantivo y el desconocimiento del precedente. 

5.2.2.2. Hizo referencia a las consideraciones realizadas en las sentencias citadas como desconocidas en torno a la condena en costas en acciones de repetición para concluir que ésta no procede cuando se ventila un interés público, destacando que “existe precedente jurisprudencial sobre la naturaleza de interés público de las acciones de repetición y que también existe con relación a la improcedencia de la condena en costas en las acciones de repetición.”

5.2.2.3. Desarrolló in extenso el concepto de trato diferencial y transcribió las consideraciones expuestas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en las sentencias en relación con las cuales se concluyó que la condena en costas no procedía en acciones de repetición de cara al interés público que en ellas se debate y la naturaleza pública de los recursos que se encuentran involucrados en estos procesos, habiéndose dispuesto un detrimento patrimonial en el presente caso. 

5.2.2.4. Señaló que las decisiones censuradas sacrifican los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad del Ministerio de Relaciones Exteriores el principio de protección al patrimonio público –artículos 63, 277 y 306 de la Constitución Política–. 

5.2.2.5. Agregó que este no puede tenerse como un caso pequeño y aislado, toda vez que si esta tesis se replica en otras decisiones se expondría innecesariamente el patrimonio público. 

5.2.3. Intervención del señor Rodrigo Suárez Giraldo

5.2.3.3. Por intermedio de apoderada judicial, presentó informe del 7 de mayo de 2019, en el que se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda de tutela, por considerar que no es cierto que se trate de un interés público, por cuanto la entidad accionante ha presentado un sinnúmero de acciones de repetición por los mismos hechos, lo cual constituye un abuso del derecho a litigar y ha causado enormes perjuicios a los demandados y a la misma entidad que ha tenido que pagar los honorarios profesionales de los abogados contratados para tal finalidad.

5.2.3.4. Se refirió a las pretensiones del proceso de repetición en el caso concreto y las decisiones que se profirieron en el mismo.

5.2.4. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “B” y los demás demandados del proceso de repetición, vinculados como terceros con interés, guardaron silencio, no obstante haber sido debidamente notificados.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la solicitud de amparo constitucional presentada por la Nación – Ministerio de Relaciones Exteriores, según lo dispuesto en el Decreto Ley 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015 modificado por los Decretos 1834 de 2017 y el 1983 de 2017 y en el artículo 2º del Acuerdo 377 de 2018 de la Sala Plena de esta Corporación.

2. Cuestión previa – coadyuvancia 

2.1.1. La coadyuvancia en la acción de tutela se encuentra expresamente prevista en el inciso 2º del artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991, el cual señala que: “Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud”.

2.1.2. Cabe resaltar que en el parágrafo 3º del artículo 610 del Código General del Proceso se estableció una regla especial de legitimación en la causa por activa aplicable en los procesos de amparo, según la cual “la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado podrá interponer acciones de tutela en representación de las entidades públicas”, lo cual igualmente lo posibilita para coadyuvar las acciones de tutela en las que sea parte una de estas entidades, como acaece en el presente caso.

2.1.3. En consecuencia, la Sala acepta la coadyuvancia de la Agencia en el caso concreto. 

3. Problemas jurídicos

Corresponde a la Sala resolver los siguientes problemas jurídicos que según los hechos y pretensiones expuestos subyacen al caso concreto:

3.1. ¿Si la entidad accionante acreditó los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela contra providencias judiciales? 

3.2. De superarse los referidos requisitos, se analizará ¿si las providencias judiciales censuradas en sede de tutela vulneraron el derecho a la igualdad de la entidad accionante, al haberla condenado en costas en las sentencias que decidieron la acción de repetición  instaurada contra los señores Juan Antonio Liévano Rángel y otros?

3.3. Concretamente se resolverán los subproblemas referidos a si en las providencias se incurrió en defectos por desconocimiento del precedente –derecho al trato igual y sustantivo por indebida aplicación del artículo 188 de la Ley 1437 de 2011. 

4. Razones jurídicas de la decisión 

Para resolver los problemas jurídicos que subyacen al caso concreto, se analizarán los siguientes temas: i) criterio de la Sección sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencia judicial; y ii) análisis de los requisitos de procedibilidad adjetiva; iii) estudio del caso concreto con fundamento en los argumentos de impugnación.

4.1. La procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales
4.1.1. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo del 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema.

4.1.2. Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente, en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

4.1.3. Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetro procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

4.1.4. Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo adoptó los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005
, para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial, y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

4.1.5. A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones judiciales, incluidas las de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.

4.1.6. Sobre el tema, la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -procedencia sustantiva- y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto - procedencia adjetiva.

4.1.7. Esta Sección ha determinado que, en primer lugar, se debe verificar que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedencia adjetiva, esto es: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; y iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

4.1.8. Luego de ello, sería posible realizar el estudio de la procedibilidad sustantiva a través de los posibles errores específicos en que podría incurrir una providencia judicial. Estos últimos, según la doctrina fijada en la sentencia C-590 de 2005, y acogida por esta Sección
 se resumen, de manera general, de la siguiente manera: 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; y h. Desconocimiento del precedente.

4.1.9. De esta manera, la acción de tutela será procedente cuando se hayan verificado: i) la concurrencia de los requisitos adjetivos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales; ii) la configuración de alguno de estos requisitos específicos mencionados -siempre y cuando hayan sido alegados por el interesado-; y que iii) el vicio o defecto es de tal trascendencia que implica la amenaza o la afectación de derechos fundamentales.
 

4.2. Examen de los requisitos de procedibilidad adjetiva

4.2.1. Tutela contra tutela
La Sala encuentra acreditado este requisito, toda vez que la acción de tutela de la referencia no se dirige contra una sentencia de tutela, puesto que las providencias que censura la parte actora fueron proferidas en sede de la acción de repetición ejercida por la parte actora en contra de los señores Juan Antonio Liévano Rángel y otros. 

4.2.2. Inmediatez
4.2.2.1. De igual manera, en el presente asunto se cumple con el requisito de inmediatez, pues la sentencia de segunda instancia se dictó el 13 de febrero de 2019, fue notificada por medios electrónicos el 13 de febrero de 2019,  quedando ejecutoriada el 18 del mismo mes y año. Por su parte, la demanda de tutela se presentó el 9 de abril de 2019, es decir, se formuló dentro de un término que –a juicio de la Sala– resulta razonable, toda vez que transcurrieron menos de dos (2) meses, que inferior al plazo que se ha considerado razonable en aquellos eventos en que el cuestionamiento se dirige contra providencias judiciales.

4.2.2.2. Lo anterior, a la luz de la sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, en la que la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado decidió adoptar los criterios fijados por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005
 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que seis (6) meses es el término razonable para acudir y solicitar el amparo de los derechos fundamentales que se estimen vulnerados con ocasión de providencias judiciales.

4.2.3. Subsidiariedad

4.2.3.1. En lo referente a la existencia de otro mecanismo de defensa para controvertir las decisiones que, en concepto de la parte actora, vulneran sus derechos fundamentales, se advierte que no cuenta con otro medio de defensa judicial ordinario para el efecto, por cuanto la sentencia cuestionada resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia, sin que contra esta última decisión proceda recurso alguno. 

4.2.3.2. Tampoco proceden en el caso concreto los recursos extraordinarios de revisión y de unificación de jurisprudencia, toda vez que las alegaciones de la parte actora no se encuentran relacionadas como causales de revisión y no se invoca el desconocimiento de una sentencia de unificación de jurisprudencia. 

4.2.4. Relevancia constitucional

4.2.4.1. En el presente caso la Sala entiende superado este requisito, por cuanto al realizar el test de procedibilidad de la acción en relación con los supuestos fácticos de la demanda, las pretensiones, la carga argumentativa y probatoria que justifica la protección del derecho fundamental invocado por la parte actora, se advierte que ésta solicita la garantía del derecho a la igualdad que considera vulnerado con las sentencias que, como consecuencia de la negativa de las pretensiones, la condenaron en costas. 

4.2.4.2. En relación con la alegación de desconocimiento del precedente, la Corte Constitucional y esta Corporación han considerado que no existe otro mecanismo de defensa judicial que le permita a la entidad pública accionante solicitar la protección del derecho a la igualdad que tienen todos los ciudadanos a que sus procesos sean resueltos de la forma como se hizo previamente en casos que guardan identidad fáctica y jurídica, lo cual le confiere la entidad suficiente para que sea revisada por el juez de tutela por cuanto, de no abordarse el fondo de la alegación se dejaría a los actores en total estado de indefensión.
  

4.2.4.3. Así lo consideró la Corte Constitucional, entre otras, en la sentencia SU- 069 de 2018, en garantía del derecho a la protección judicial efectiva, al señalar que “El desconocimiento del precedente, sin una debida justificación, hace procedente la acción de tutela contra providencias judiciales puesto que vulnera el debido proceso y el derecho a la igualdad”. 

4.2.4.4. En virtud de lo expuesto, el caso se debe analizar desde una perspectiva constitucional de protección del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental a la igualdad.

4.2.5. Al estar superados los requisitos de procedibilidad adjetiva, corresponde a la Sala estudiar el fondo del asunto, para lo cual, por razones de orden metodológico, analizará el desconocimiento del precedente y la vulneración del derecho a la igualdad. 

4.3. Examen del caso concreto 

4.3.1. Derecho a la igualdad en decisiones judiciales 

4.3.1.1. La Corte Constitucional, en la sentencia SU-354 de 2017
, consolidó y reiteró la línea jurisprudencial de esa Corporación en materia de derecho a la igualdad, entendiéndolo como “aquel que ordena dar un trato igual a quienes se encuentran en la misma situación fáctica y un trato diverso a quienes se hallan en distintas condiciones de hecho”. 

4.3.1.2. Lo anterior, encuentra sustento en el artículo 13 de la Constitución Política, el cual –siguiendo la línea decisional de la Corte Constitucional–, posee un carácter relacional, en virtud del cual debe i) establecerse dos grupos o situaciones de hecho susceptibles de ser contrastadas; ii) determinarse si esos grupos o situaciones son iguales o desiguales desde un punto de vista fáctico; iii) definirse un criterio de comparación que permita analizar esas diferencias o similitudes; y iv) constatarse si un tratamiento distinto entre iguales o un tratamiento igual entre desiguales es razonable; es decir, si persigue un fin constitucionalmente legítimo y no restringe en exceso los derechos de uno de los grupos en comparación.

4.3.1.3. En relación con los casos sometidos al conocimiento de las autoridades judiciales, la Corte advirtió que la uniformidad de las decisiones adoptadas por los jueces permite que los ciudadanos tengan certeza sobre el ejercicio de sus derechos y la efectividad de los mecanismos para su protección, con lo cual se concreta la seguridad jurídica y la igualdad en las actuaciones judiciales.
 

4.3.2. Caso concreto con fundamento en el cargo de desconocimiento del precedente – test de igualdad
4.3.2.1. Con el fin de abordar el cargo de desconocimiento del precedente, a juicio de la parte accionante, se encuentra contenido en las sentencias dictadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera- Subsección B del i) 25 de abril de 2018, en la acción de repetición 11001334306220160008200; ii) del 14 de marzo de 2018, en la acción de repetición 110013336715201400101 01; iii) del 7 de febrero de 2018, en la acción de repetición 11001333603420140001801 y iv) del 22 de noviembre de 2017, en la acción de repetición 25000236000201565300, la Sala precisa que sólo puede provenir de los órganos de cierre en las distintas jurisdicciones, en virtud de las competencias constitucional y legalmente asignadas, por lo tanto no es dable fundamentar el cargo en desconocimiento del denominado “precedente horizontal”.

4.3.2.2. Así lo ha sostenido esta Sala en diferentes pronunciamientos
 en los que ha precisado que los juzgados y tribunales tienen el deber de aplicar la regla creada por el órgano de cierre, pero sus fallos, al carecer de carácter vinculante, no obligan a sus pares o a quienes se encuentran en un nivel funcional inferior.

4.3.2.3. Cuestión diversa es que el juez, individual o colegiado, esté obligado a seguir sus propias decisiones, cuando le corresponda decidir casos con supuestos fácticos y jurídicos similares a otros que ha fallado, no porque estas se consideren precedente –por no haber fijado reglas o subreglas de derecho-, sino para garantizar los principios de igualdad y confianza legítima de quienes acuden a la administración de justicia y esperan que su conflicto se defina en la misma forma que empleó el operador jurídico para resolver casos anteriores. 

4.3.2.4. En virtud de lo expuesto, resulta procedente analizar el presente caso desde la perspectiva del derecho a la igualdad, determinando si dio un trato desigual al resolver la Litis que se presentó en los procesos que se citan como referentes, en los que la parte demandante también fue la Nación – Ministerio de Relaciones Exteriores y el medio de control ejercido el de repetición, consagrado en el artículo 142 de la Ley 1437 de 2011
.

4.3.2.5. De esta manera, corresponde a la Sección analizar, según la estructura de las Salas de Decisión por Secciones y Subsecciones al interior del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, si las providencias referenciadas fueron proferidas por la misma autoridad; la fecha de ellas, a efectos de verificar que las decisiones que se alegan como desconocidas se hayan dictado en forma previa al fallo cuestionado, y que exista identidad fáctica y jurídica
. 

4.3.2.6. Frente al primero de los requisitos, observa la Sala que todas las decisiones que se consideran desconocidas fueron dictadas por la misma Subsección “B” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

4.3.2.7. En las sentencias dictadas el 7 de febrero, el 14 de marzo y el 25 de abril de 2018, sobre la condena en costas procesales, se incluyó la siguiente consideración: 

“Artículo 188. Condena en costas, Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”. (Subrayado incluido por el Tribunal Administrativo.

De  lo anterior esta colegiatura concluye que en tratándose de este medio de control, en donde se ventila un interés público, no hay lugar a condena en costas.” 

4.3.2.8. Por su parte, en la sentencia del 22 de noviembre de 2017, se precisó que “De conformidad con lo señalado en el artículo 188 del C.P.A.C.A., teniendo en cuenta que el medio de control de repetición es de carácter público y de obligatorio trámite, la Sala se abstendrá de condenar en costas.” 

4.3.2.9. Contrario a ello, en la sentencia del 13 de febrero de 2019, no obstante que la parte actora en el escrito contentivo del recurso de apelación solicitó se diera aplicación a la excepción contenida en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, citó las decisiones del Tribunal que han sido favorables en tal sentido e hizo referencia al interés público que se ventila en el juicio de repetición adelantado, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “B” confirmó la condena en costas de primera instancia y decidió imponerla igualmente en segunda, con fundamento en una decisión proferida por el Consejo de Estado el 25 de agosto de 2011, en la que se aplicaron normas del Código Contencioso Administrativo y del Código de Procedimiento Civil, entonces vigentes, y se valoró la conducta de la parte vencida en el juicio.
 

4.3.2.10. La autoridad de segunda instancia accionada no realizó consideración alguna en torno al argumento de apelación ni a la excepción contenida en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, sobre la naturaleza de la acción, limitándose a manifestar que las pretensiones fueron negadas, lo que hace procedente la condena en costas, por ser esta eminentemente objetiva. 

4.3.2.11. Al respecto, la Sala advierte que en el caso concreto resulta evidente que se vulneró el derecho a la igualdad reclamado por la Nación – Ministerio de Relaciones Exteriores, por cuanto las sentencias alegadas como desconocidas fueron dictadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “B”, con respecto a una situación fáctica idéntica –condena en costas en el medio de control de repetición–, sin que al respecto se cumpliera la carga argumentativa exigida para resolver en forma diferente.

4.3.2.12. Lo anterior, por encontrarse acreditado que en la providencia de segunda instancia censurada, que fue dictada en el proceso de repetición, no se explicaron las razones por las cuales la autoridad accionada resolvió cambiar la postura que venía sosteniendo respecto de la improcedencia de condenar en costas a las entidades públicas en acciones de repetición, carga que le era exigible
, además por cuanto utilizó como referente para resolver el caso una sentencia del Consejo de Estado que no resultaba aplicable al caso por la naturaleza del medio de control ni por la legislación adjetiva que regía el asunto, pues en el proceso en que se dictó la sentencia del 25 de agosto de 2011, el Consejo de Estado, Sección Tercera - se aplicaron las disposiciones del C.C.A. y del Código de Procedimiento Civil. 

4.3.1.13. Sobre la carga argumentativa exigible referida en precedencia, esta Sección, en la sentencia citada del 7 de marzo de 2019
, precisó: 

“Las mencionadas cargas implican, de un lado, que el fallador al modificar su postura debe reconocer que existía una posición anterior que debe ser cambiada (carga de transparencia) y, de otra, el deber del juez de exponer las razones por las cuales se aparta de la posición trazada en pasados pronunciamientos por la misma autoridad judicial (carga de argumentación). 

Es importante precisar que no se trata de argumentar de manera aislada razones que justifiquen el cambio en la posición; implica justificar de manera concreta y suficiente la relevancia legal y constitucional que traería consigo la variación, al atribuir una consecuencia jurídica diferente a la que se había venido aplicando en casos similares. Así las cosas, es claro que el fallador puede modificar su postura, siempre que asuma la carga especialmente exigente de argumentación. 

Cabe anotar que la trascendencia de la carga argumentativa del juez se concreta en el papel central que ocupa en la adecuada motivación de una sentencia, y en que su uso adecuado es condición necesaria para la vigencia del principio de igualdad”.

4.3.2.14. Por lo expuesto, la Sala considera que se configuró el desconocimiento del derecho a la igualdad de la entidad pública accionante, pues en la sentencia de segunda instancia censurada el Tribunal accionado, en virtud de las cargas de transparencia y argumentación, debió aclarar las razones que lo llevaron a reformular su postura –adoptada en casos anteriores– y motivar la decisión en relación con los argumentos expuestos por la entidad sobre la naturaleza de interés público de la acción de repetición.

4.3.3. Alegación de la parte actora sobre la naturaleza de la acción de repetición 

4.3.3.1. La Sala destaca que la parte actora en el libelo introductorio afirmó que en las decisiones dictadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “C” –que se habían abstenido de condenar en costas a la entidad pública demandante– se tuvo en cuenta la sentencia C-832 del 8 de agosto de 2001, dictada por la Corte Constitucional, en donde se establece la naturaleza de interés público de la acción de repetición y el fallo del 31 de agosto de 2006, por el Consejo de Estado, Sección Tercera, con ponencia de la Magistrada Ruth Stella Correa Palacios, en la que, igualmente, se destacó el carácter de “interés público” que inspiró la creación de la acción de repetición. 

4.3.3.2. Al respecto, se destaca que, efectivamente, en la sentencia de constitucionalidad citada, la Corte Constitucional señaló: 

“Por último, es importante resaltar que la acción de repetición tiene una finalidad de interés público como es la protección  del patrimonio público el cual es necesario proteger integralmente para la realización efectiva de los fines y propósitos del Estado Social de Derecho, como lo señala  el artículo 2 de la Constitución Política.
 
Si el legislador no hubiese creado mecanismos procesales para poder vincular a los funcionarios con el objeto de determinar si su conducta dolosa o gravemente culposa es la causa de la condena impuesta por el juez a la entidad, el Estado se encontraría sin herramientas para la defensa de la integridad de su patrimonio y para preservar la moralidad pública”.
4.3.3.2. Por su parte, en la sentencia del 31 de agosto de 2006, el Consejo de Estado, Sección Tercera
 fijó los principales lineamientos de la acción de repetición, que surge del artículo 90 de la Constitución Política, y precisó la naturaleza jurídica de la figura, en los siguientes términos: 
“La acción de repetición, indiscutiblemente animada en el interés público, en el ámbito administrativo tiene una doble finalidad, de una parte, por su carácter resarcitorio o retributivo, busca la recuperación de los dineros pagados por el Estado a la víctima de un daño antijurídico ocasionado por la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente público, con lo cual se protege el patrimonio público, porque ese reconocimiento indemnizatorio constituye un menoscabo o detrimento económico que en los precisos términos de la Constitución Política está en el deber de reparar dicho agente a la entidad pública que canceló la condena”.
4.3.4. Alegación en relación con los pronunciamientos del Consejo de Estado sobre condena en costas en acciones de repetición

4.3.4.1. La parte actora argumentó que la Sección Tercera del Consejo de Estado, cuando ha absuelto a la persona demandada por una entidad pública en un proceso de repetición, se ha abstenido de condenar en costas, citando para el efecto, los siguientes pronunciamientos: 

· Del 16 de agosto de 2018, expediente número 11001-33-31-000-2007-00244-01 (49.643), dictada por el Consejo de Estado, Sección Tercera – Subsección C. 

En esta sentencia, sobre la condena en costas se precisó: “

“Finalmente, de conformidad con el artículo 171 del CCA., modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, no habrá lugar a condenar en costas, porque no se evidencia que la parte haya actuado con temeridad o mala fe”.

La Sala destaca que en esta oportunidad la ritualidad del proceso se realizó con el Código Contencioso Administrativo y no con la Ley 1437 de 2011, por lo que el referente no podría ser tenido como aplicable al caso concreto.

· Del 24 de enero de 2019, expediente 25000-23-26-000-2009-00051-01 (43.403), dictada por la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado. 

En este caso se trató de una acción de reparación directa por privación injusta de la libertad y no de repetición, a la que se le aplicaron normas sobre condena en costas del C.C.A., en los siguientes términos:

“En vista de que no se observa en este caso temeridad o mala fe en el actuar de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas, de conformidad con lo previsto en el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998”.

En consecuencia, tampoco se trata de un referente jurisprudencial aplicable al caso que ocupa la atención de la Sala. 

· Del 18 de junio de 2018, expediente 13001-23-31-000-2003-01780-01 (59873), dictada por la Subsección C de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en la que igualmente el estudio del caso se realizó de conformidad con lo normado por el C.C.A., vigente para la época de tramitación del proceso, al afirmarse que “De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en este caso ninguna de aquellas actuó de esa forma, no se impondrán”.
· “Del 12 de diciembre de 2018, expediente número 54001-23-33-000-2012-00007-02 (23403), M.P. Milton Chaves García”. Esta sentencia fue dictada por la Sección Cuarta del Consejo de Estado en un proceso de nulidad y restablecimiento del Derecho en el que la referida Sala se abstuvo de condenar en costas “porque no obra elemento de prueba que demuestre las erogaciones por ese concepto, como lo exige para su procedencia el artículo 365 del CGP, aplicable por disposición del artículo 188 del CPACA”.

4.3.4.2. En virtud de lo expuesto, la Sala encuentra que la autoridad judicial accionada no desconoció la jurisprudencia del Consejo de Estado, contenida en las sentencias citadas, en la medida en que éstas no son aplicables al caso concreto. 

5. Conclusión 

5.1. De conformidad con lo expuesto en precedencia, la Sala concederá el amparo del derecho a la igualdad de la Nación  - Ministerio de Relaciones Exteriores, al haber encontrado acreditada su vulneración, por cuanto se condenó a la entidad pública a pagar las costas del proceso, cuando en diferentes pronunciamientos de la misma Subsección B de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca se había abstenido de hacerlo con fundamento en la naturaleza de interés público del medio de control de repetición, la cual fue reconocida por la Corte Constitucional en la sentencia C-832 del 8 de agosto de 2001 y por el Consejo de Estado – Sección Tercera en providencia del 31 de agosto de 2006, reiterada en la del 25 de enero de 2017.
5.2. En virtud de lo expuesto, al haber prosperado este cargo, la Sala dejará sin efectos la sentencia del 13 de febrero de 2019, únicamente en lo relacionado con la condena en costas a la entidad pública accionante y le concederá el término de quince (15) días para que dicte una providencia de reemplazo en la que tenga en cuenta las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

5.3. Así mismo, se negará la petición de amparo en el relación con el desconocimiento de la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en punto de la condena en costas en acciones de repetición, por cuanto se trajeron referentes que no resultan aplicables al caso dada las diferencias en el régimen procesal aplicable, en algunos casos, y en el medio de control en otros y, adicionalmente, por cuanto en ninguna de ellas se aborda la naturaleza de interés público de la acción de repetición.

III. DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley 

FALLA:

PRIMERO: AMPARAR el derecho a la igualdad de la Nación – Ministerio de Relaciones Exteriores, que se encontró vulnerado por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera – Subsección “B”, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, DEJAR SIN EFECTOS la sentencia del 13 de febrero de 2019, únicamente en lo relacionado con la condena en costas a la entidad pública accionante y le concederá a la referida autoridad judicial el término de quince (15) días para que dicte una providencia de reemplazo en la que tenga en cuenta las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: NEGAR la petición de amparo en el relación con el desconocimiento de la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en punto de la condena en costas en acciones de repetición, según lo expuesto en esta decisión.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.
QUINTO: Si no fuere impugnada, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

SEXTO: DEVOLVER el expediente remitido en préstamo al despacho judicial de origen, cuando quede ejecutoriada la presente providencia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado

� Folios 1 al 12 del cuaderno principal del expediente de tutela.


� Folio 1 del cuaderno número 1 del expediente de tutela.


� Folio 3 del cuaderno número 1 del expediente de tutela.


� Folios 33 a 39 del cuaderno número 1 del expediente de tutela.


� Con ponencia del Magistrado Carlos Alberto Vargas Bautista en sala integrada con los magistrados Henry A. Barreto Mogollón y Franklin Pérez Camargo.


� Folio 31 del cuaderno número 1 del expediente de tutela.


� Sustentó esta consideración en la sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera – Subsección “A” del 25 de agosto de 2011, M.P. Hernán Andrade Rincón, que había estudiado el caso según las reglas previstas en el Código Contencioso Administrativo y en el Código de Procedimiento Civil, vigentes para la época de tramitación del proceso en el que se dictó la decisión.


� Ver folio 131 del expediente de tutela. No obstante que en la providencia se hace referencia al numeral 5º del artículo 365 del Código General del Proceso, en la providencia se transcribe el numeral 1º.


� Folio 31 vuelto del cuaderno número 1 del expediente de tutela. En la providencia no se explica el fundamento normativo para establecer el porcentaje del 0.3% del valor de las pretensiones de la demanda. 


� Folios 40 a 110 del cuaderno número 1 del expediente. En este caso la Sala de decisión se integró con los Magistrados Henry A. Barreto Mogollón y Franklin Pérez Camargo.


� Folios 111 a 128 del cuaderno número 1. En este caso la Sala estuvo integrada con los Magistrados Henry Aldemar Barreto Mogollón y Carlos Alberto Vargas Bautista.


� La parte accionante no indicó la Subsección que afirma ha sostenido tal decisión.


� Folio 8 del cuaderno número 1 del expediente de tutela-


� Folio 8 del cuaderno número 1 del expediente de tutela.


� Folio 25 del cuaderno principal del expediente de tutela.


� Folios 157 a 158 del cuaderno número 1 del expediente de tutela.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 31 de julio de 2012, Expediente No. 2009-01328-01, M. P. María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra de las páginas 13 a 50 del fallo antes reseñado.


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia” (negrillas dentro del texto).


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 5 de agosto de 2014, Expediente No. 2012-02201-01 (IJ), M .P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� M. P. Jaime Córdoba Triviño. 


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Sentencia del 7 de diciembre de 2016, M. P. Carlos Enrique Moreno Rubio (exp. Nº 2016-02213-01) y Sentencia del 24 de noviembre de 2016, M. P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez (exp. Nº 2016-02568-01).


� Corte Constitucional, Sentencia SU-337/2017, M. P Antonio José Lizarazo Ocampo


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Rad: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. M. P: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.                                          


� c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración. De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos. 


� Sobre el estado de indefensión como parte del estudio de la relevancia constitucional se ha pronunciado la Corte Constitucional, entre otras en la sentencia T-248 de 2018, en la que consideró que  “los fundamentos de una decisión de tutela contra una sentencia judicial deben aclarar con transparencia la relevancia iusfundamental del punto que se discute y el juez debe contraerse a estudiar esta cuestión y ninguna otra. No se trata entonces de un mecanismo que permita al juez constitucional ordenar la anulación de decisiones que no comparte o suplantar al juez ordinario en su tarea de interpretar el derecho legislado y evaluar las pruebas del caso. De lo que se trata es de un mecanismo excepcional, subsidiario y residual para proteger los derechos fundamentales de quien luego de haber pasado por un proceso judicial se encuentra en condición de indefensión y que permite la aplicación uniforme y coherente  -es decir segura y en condiciones de igualdad-  de los derechos fundamentales a los distintos ámbitos del derecho”.


� Corte Constitucional, Sentencia SU-354 del 25 de mayo de 2017, M.P. Iván Humberto Escrucería Mayolo


� Ver igualmente las Sentencias de la Corte Constitucional C-621 de 2015 y C-816 de 2011


� Corte Constitucional, Sentencia C-284 de 2015


� Ver entre otros, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Sentencia del 19 de febrero de 2015. M.P. Alberto Yepes Barreiro, Rad. No. 11001-03-15-000-2013-02690-01; Sentencia del 14 de julio de 2016, M.P. Alberto Yepes Barreiro, Rad. No. 11001-03-15-000-2016-01462-01


� La norma establece: “ARTÍCULO 142. REPETICIÓN. Cuando el Estado haya debido hacer un reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá repetir contra estos por lo pagado.


La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en garantía del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública.


Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero o servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra el funcionario responsable del daño”.


� Metodología que fue utilizada por esta Sección en sentencias del 4 de febrero de 2016, M.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Radicado: 11001-03-15-000-2015-03255-00 y del 14 de julio de 2016, M.P. Alberto Yepes Barreiro, Rad. No. 11001-03-15-000-2016-01462-01


� Ver folio 31 del cuaderno número 1 del expediente de tutela.


� Sobre esta exigencia ver la sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta del 7 de marzo de 2019, Rad. 11001-03-15-000-2018-04742-00, M.P. Alberto Yepes Barreiro


� Ob. Cit.


� Esta posición ha sido reiterada en pronunciamientos posteriores de la Sección Tercera del Consejo de Estado, entre otras, en la sentencia del veinticinco (25) de enero de dos mil diecisiete (2017) Radicación número: 25000-23-26-000-2009-00699-01(42606), M.P. Carlos Alberto Zambrano.
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